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La ciudadana Piedad Esneda Córdoba Ruiz, por intermedio de apoderado, solicitó la nulidad de la sentencia SU-712/13, por considerar que se había desconocido la cosa juzgada constitucional, en concreto, la sentencia C-028 de 2006 y con ello, se habría producido la consecuente violación del artículo 23.2 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos  

Para la Corte, el cuestionamiento de la validez de la citada providencia correspondió a una lectura equívoca tanto de la jurisprudencia constitucional como del artículo 23 de la precitada Convención. A su juicio, lo que pretendía en últimas era reabrir un debate que en su momento fue abordado y concluido por la plenaria de la Corte, aunque de forma desfavorable a sus expectativas. Observó, que los argumentos que se invocan en la solicitud de nulidad nunca fueron expuestos por el apoderado de la peticionaria durante el trámite de la acción de tutela, aun cuando, en todo caso, sí fueron valorados por la Corte al advertir que tenían especial relevancia constitucional, toda vez que en efecto, en la sentencia SU-712/13, la Sala Plena analizó la competencia constitucional del Procurador General de la Nación para investigar y sancionar disciplinariamente a quienes desempeñen funciones públicas y su compatibilidad con el artículo 23 de la Convención Americana. Entre otros fundamentos, la Corte hizo referencia expresa y detallada a la sentencia C-028/06, en la cual se sostuvo que los tratados internacionales deben ser interpretados de manera sistemática con la propia Constitución y concluyó que las competencias sancionatorias del Procurador General no desconocen el artículo 93 de la Carta Política, ni el artículo 23 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos.  

Contrario a lo que expone el solicitante de la nulidad, la Corte nunca afirmó en la sentencia C-028/06 que las inhabilidades solo tengan lugar cuando la falta disciplinaria se derive de la comisión de un delito contra el patrimonio del Estado. Lo que en esa oportunidad hizo este tribunal fue reiterar que las inhabilidades permanentes solo podían imponerse cuando la falta disciplinaria fuera el resultado de un delito contra el patrimonio económico del Estado. Así mismo, en la sentencia SU-712/13 la Corte no examinó una sanción de inhabilidad permanente impuesta a la senadora Piedad Esneda Córdoba Ruiz, ni la misma se impuso como consecuencia de un delito contra el patrimonio del Estado, sino que analizó la competencia del Procurador para investigar y sancionar disciplinariamente a los congresistas en el caso de una sanción de inhabilidad general por el término de 18 años derivada de una conducta diferente. Por lo tanto, no es cierto que se haya desconocido la cosa juzgada constitucional. Advirtió, que en últimas lo que el peticionario planteó es una inconformidad con la postura que asumió esta corporación sobre la competencia del Procurador General de la Nación para investigar y sancionar disciplinariamente a los congresistas, así como sobre la hermenéutica del artículo 23 de la Convención Americana de Derechos Humanos. Si bien es una postura legítima y totalmente respetable, lo cierto es que esa discrepancia no implica la vulneración del debido proceso, ni menos aún es una causal de nulidad de una decisión adoptada por la Sala Plena de la Corte Constitucional.

De otra parte, la Corte desestimó la vulneración al debido proceso en cuanto a presuntas irregularidades probatorias que condujeron a la sanción de la ciudadana Piedad Esneda Córdoba Ruiz en el curso de la actuación administrativa disciplinaria. Lo anterior, teniendo en cuenta que en la acción de tutela que dio lugar a la sentencia SU-712/13 la peticionaria nunca expuso dicha problemática y por ello, la Sala Plena dejó en claro que su análisis estaría circunscrito a otros asuntos, absteniéndose de examinar cuestiones de orden sustantivo, probatorio o procesal relacionadas con el trámite disciplinario. 

Por lo expuesto, la Sala Plena concluyó que la solicitud de nulidad de la sentencia SU-712/13 no estaba llamada a prosperar por cuanto no se había vulnerado el derecho al debido proceso de la accionante, ni este era un escenario para revivir una discusión sobre problemas jurídicos resueltos en su oportunidad (aunque en forma desfavorable a los intereses de la demandante), ni menos aún proponer nuevos debates, cuando los mismos nunca fueron objeto de discusión ni en las instancias, ni en sede de revisión. 

· Salvamentos de voto

Los Magistrados María Victoria Calle Correa y Luis Ernesto Vargas Silva se apartaron de la decisión anterior, por las mismas razones por las cuales salvaron el voto en relación con la sentencia SU-712/13. 

La Magistrada María Victoria Calle Correa expresó su salvamento de voto respecto de la anterior decisión por considerar que el fundamento principal de la solicitud de nulidad presentada contra la sentencia SU-712 de 2013 era el ostensible desconocimiento de los artículos 29 y 93 de la Constitución, en concordancia con el artículo 23 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. Se pedía la anulación de la sentencia SU-712 de 2013, en la medida en que admitía una restricción drástica de derechos políticos, impuesta mediante sanción proferida por un funcionario administrativo. Debido a que este mismo argumento fue sostenido en el salvamento de voto a la sentencia SU-712 de 2013, en su criterio esta última debía ser anulada en su integridad. Las sentencias de la Corte sólo pueden ser anuladas por violaciones al debido proceso que sean notorias y flagrantes, pero esos dos atributos estaban presentes por desgracia en la sentencia SU-712 de 2013.

Estimó del caso reiterar que en virtud del artículo 29 de la Constitución, interpretado a la luz de los tratados de derechos humanos ratificados por Colombia (CP art 93), la señora Piedad Esneda Córdoba Ruiz tenía derecho a no ser sancionada con restricción a sus derechos políticos sino por juez competente, como fruto de una condena, y en este caso no hubo ni juez, ni condena. Esto se infiere no sólo de la lectura del artículo 23 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, sino ante todo de la interpretación que a esta norma le dio la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso Leopoldo López vs. Venezuela. En la sentencia SU-712 de 2013 se violó ese derecho fundamental, y se admitió sin problemas una sanción que restringía de modo severo los derechos políticos de una Senadora de la República, pese a que la impuso un funcionario administrativo, en un procedimiento disciplinario, sin que hubiese condena penal. 

La Magistrada resalta que la propia Sala Plena fue consciente de los problemas que presenta una decisión de esa naturaleza. Es cierto que la sentencia SU-712 de 2013 decidió adjudicarle la responsabilidad de esa falencia, no a su propia interpretación de la Constitución, sino al “diseño institucional”. Este, según la Sala, “presenta imperfecciones”. La idea que dejó la Sala Plena de la Corte Constitucional fue sin embargo que la Constitución ofrece una solución frente a una situación de abierta y notoria falta de garantías. Así son las instituciones, dijo la Corte Constitucional, y hay que aplicarlas como son. La Sala Plena olvidó, en la sentencia SU-712 de 2013 y en esta oportunidad, que la legislación, y la parte orgánica de la Constitución, en las cuales halló las normas para convalidar la actuación del Procurador en este proceso, deben leerse a la luz de la parte dogmática, en la cual hay límites infranqueables, que exigían asegurar un procedimiento en condiciones suficientes de imparcialidad e independencia, y que para casos como este contemplan una reserva judicial en la restricción de derechos políticos mediante sanción. Reivindica entonces de nuevo que los límites y las garantías sí existen y han existido en la Constitución, pese a que en estos fallos se diga infortunadamente lo contrario.
El Magistrado Luis Ernesto Vargas Silva salvó su voto frente a este Auto que deniega la solicitud de nulidad de la Sentencia SU-712 de 2013, por considerar que la nulidad impetrada ha debido prosperar por configurarse efectivamente una violación del debido proceso, ya que la decisión adoptada en la sentencia objetada resulta violatoria de la Constitución Política en su artículo 267.6 y del artículo 23 de la Convención Americana de Derechos Humanos, por las siguientes razones:

(i)Para este Magistrado, en el proceso de decisión de la Sentencia SU-712 de 2013, esta Corporación violó el debido proceso, en cuanto desconoció que la interpretación que viene realizando del numeral 6 del artículo 267 CP, respecto de las facultades disciplinarias de carácter sancionatorio que se derivan de esta norma superior, resulta claramente violatoria de la Constitución al desvirtuar claros límites constitucionales impuestos por el principio de legalidad y muy particularmente por el principio de proporcionalidad, y generar igualmente una grave afectación del principio democrático y del control de convencionalidad que se deriva de recientes fallos de la CIDH. 

(ii)En este sentido, el numeral 6 del artículo 267 Superior contiene dos sentidos normativos diferentes. El primero, hace referencia a la potestad de vigilar la conducta de los funcionarios públicos, incluidos los de elección popular. El segundo, al poder disciplinario preferente, con las investigaciones y sanciones correspondientes. Esta diferenciación, que fue realizada por el propio Constituyente, no ha sido tenida en cuenta por esta Corporación, con lo cual se ha configurado una violación del debido proceso.  

(iii)De otra parte, la decisión tomada en la Sentencia SU-712 de 2013 viola el debido proceso al desconocer los principios de proporcionalidad y el principio democrático, ya que, tal y como están interpretadas por esta Corte las facultades del poder disciplinario respecto de la inhabilidad general de funcionarios públicos de elección popular, ésta implica una afectación desproporcionada frente al goce efectivo de los derechos políticos de carácter fundamental de los funcionarios elegidos popularmente. 

Lo anterior, puesto que, en primer lugar, no se respeta la reserva judicial que debería cobijar estas sanciones, sino que son decisiones adoptadas por una autoridad administrativa y no una judicial, lo cual es violatorio del debido proceso. En segundo lugar, de esta situación se desprende una restricción de derechos políticos fundamentales dentro del contexto de un Estado Social y Democrático de Derecho, y se encuentra en contravía de las más recientes interpretaciones del artículo 23 de la Convención Americana de Derechos Humanos por parte de la Corte Interamericana de Derechos Humanos reflejada en el fallo del caso López Mendoza contra Venezuela del 2011. En tercer lugar, puesto que estas facultades disciplinarias objetadas pueden derivar en eventuales excesos frente a los cuales no responde suficientemente el argumento de que existen recursos en el procedimiento administrativo y control judicial posterior, ya que se produce la afectación de derechos políticos, aspecto que, estimo, nunca ha sido abordado por la Corte Constitucional y que tampoco se analizó en esta oportunidad pese a revestir una especial relevancia para el presente análisis de constitucionalidad, pues las facultades objetadas ponen en evidencia las tensiones constitucionales que supone el ejercicio de estos particulares poderes disciplinarios. 

(iv) Finalmente, el Magistrado Vargas considera que la Sentencia SU-712 de 2013 efectivamente viola el debido proceso por desconocimiento del artículo 23 de la Convención Americana de Derechos Humanos, el cual prescribe restricciones al derecho a ser elegido por razones de edad, nacionalidad, residencia, idioma, instrucción, capacidad civil o mental, o condena por juez penal. En este sentido, esta Corporación debió obligatoriamente sujetarse al pronunciamiento vinculante para el ordenamiento interno que tiene la más reciente jurisprudencia de la CIDH en el caso “López Mendoza vs. Venezuela”, en donde se aclara la vulneración de derechos políticos por medio de sanciones de inhabilidad a funcionarios de elección popular derivadas de una sanción impuesta dentro de un proceso de carácter fiscal, que la CIDH encontró claramente vulneratoria del artículo 23 de la Convención.
A este respecto, debe recordarse que las cláusulas de la Convención hacen parte del orden interno, con jerarquía constitucional, en virtud de las normas de remisión del artículo 93 Superior. Así las cosas, esta Corte debió seguir en la Sentencia SU-712 de 2013 la interpretación impuesta por la sentencia López Mendoza contra Venezuela, en cuanto aclara que el artículo 23 de la Convención exige reserva judicial y penal para imponer sanciones disciplinarias a funcionarios de elección popular, cosa que no hizo, razón por la cual considero que en la Sentencia SU-712 de 2013 se configura una vulneración flagrante del debido proceso.
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